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CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCION PRIMERA

Consejera ponente: MARIA CLAUDIA ROJAS LASSO

Bogotá, D.C., quince (15) de noviembre de dos mil doce (2012)

Radicación número: 41001233100020020034901

AUTORIDADES NACIONALES

Actora: Empresa Nacional de Telecomunicaciones –TELECOM-. 

Se decide el recurso de apelación interpuesto por la parte demandada, contra la sentencia de fecha Agosto 8 de 2007 proferida por el Tribunal Administrativo del Huila, mediante la cual resolvió declarar la nulidad de las resoluciones N° 460 de diciembre 7 de 2001 y 021 de febrero 7 de 2002, expedidas por el Director Regional del SENA. 

I. ANTECEDENTES 

1. LA DEMANDA

1.1. Pretensiones: En ejercicio de la acción de nulidad y restablecimiento del derecho tipificada en el artículo 85 del C.C.A., a través de apoderado judicial solicita la autoridad demandante, que se declare la nulidad de la Resolución N° 460 de diciembre 7 de 2001 “Por la cual se impone multa a TELECOM” por la suma de $12.812.788.oo y declarar la nulidad de la Resolución N° 021 de febrero de 2002, que al resolver el recurso de reposición interpuesto en contra de la Resolución 460 de 2001 resolvió confirmarlo, ambas resoluciones expedidas por el Director Regional del SENA, seccional Huila.

A título de restablecimiento del derecho solicita el apoderado de la demandante, se ordene al SENA Regional Huila devolver el valor de la multa cancelada por TELECOM, teniendo en cuenta la cantidad dejada de recibir debidamente indexada o actualizada desde la fecha del pago de la multa hasta la devolución del dinero, más el pago de los intereses comerciales corrientes hasta la fecha de devolución del dinero pagado. Igualmente solicita se condene en costas a la demandada.

1.2. Hechos: 

Afirma el apoderado de la empresa TELECOM que su representada, es una Empresa Industrial y Comercial del Estado del orden nacional, vinculada al Ministerio de Comunicaciones desde la promulgación del Decreto 2123 de 1992 y que, hasta antes del día 25 de mayo de 2000, fecha de la sentencia 5555 proferida por esta misma Sección, TELECOM contrataba mediante la modalidad de contrato de aprendizaje para que prestaran su fuerza laboral en la empresa, a estudiantes del SENA en calidad de aprendices.

Indica que el año 2000, fue la última vez que la Gerencia de TELECOM Huila vinculó bajo dicha modalidad laboral a aprendices del SENA y que, para el periodo de mayo a noviembre de 2001, siguiendo pautas de la administración central de TELECOM sustentadas en la sentencia 5555 de esta Corporación, se abstuvo de contratar aprendices.

Manifiesta que en virtud de lo anterior, el SENA Regional Huila expidió la Resolución N° 460 de mayo de 2001, por la cual le impuso multa por la no contratación de ocho aprendices durante el periodo de 1.680 días, comprendidos entre el 1° de mayo al 30 de noviembre de 2001. Que ante la notificación de esta resolución, se interpuso recurso de reposición el cual fue resuelto mediante Resolución N° 021 de febrero 7 de 2002, quedando de esta forma agotada la vía gubernativa.

Advierte el apoderado de la demandante que TELECOM, con el fin de hacer menos gravosa su situación frente a la ejecutoria de estos actos administrativos, canceló el valor de la multa el día 20 de marzo de 2002, en la Tesorería Regional del SENA. Menciona que su representada consultó a la Oficina Jurídica del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social acerca de la aplicación de la sentencia 5555 de esta Corporación al caso en estudio, en la cual convalidó la actuación desplegada por su representada.

1.3. Normas violadas y concepto de la violación.

El apoderado judicial de TELECOM Seccional Huila, considera vulnerados por los actos administrativos demandados los artículos 5°, 6°, 29, 121 y 122 de la Constitución Política, así como los artículos 5° del Decreto 1848 de 1969 y 13 de la Ley 119 de 1994.

A juicio de la parte demandante, las resoluciones administrativas impugnadas resultan inconstitucionales por cuanto así surge del contenido de la Sentencia 5555 de mayo 25 de 2000 según la cual, no es posible que una empresa industrial y comercial del Estado -como lo es TELECOM- pueda contratar aprendices, cuyas funciones dependerán de un contrato individual de trabajo cuya finalidad no se ajusta al ejercicio de la función pública, por resultar contraria dicha vinculación laboral al artículo 123 de la Constitución Política.

También considera que el Director del SENA Regional Huila carecía de competencia para expedir las resoluciones demandadas, pues esgrimió como fundamento legal normas de la Ley 119 de 1994 y el Decreto 2838 de 1960, legislaciones que son aplicables a las relaciones obrero patronales del sector privado exclusivamente, pero no a las de una empresa estatal como lo es TELECOM. En últimas, el Director Regional del SENA carecía de competencia para sancionar a una empresa estatal por el hecho de no contratar aprendices en esa entidad.

Menciona el apoderado de la actora que las resoluciones administrativas adolecen de falsa motivación, por cuando la Dirección Regional del SENA no actuó de acuerdo con el contenido del fallo de mayo de 2000 proferido por esta Corporación judicial, el cual señala que las empresas industriales y comerciales del Estado como lo es TELECOM, no pueden contratar aprendices. De allí que no podía apoyar las resoluciones atacadas en el Decreto 2838 de 1969 ni en la Ley 119 de 1994, como quiera que estas legislaciones no son aplicables al sector público.

Aduce al representante legal de la demandante que, mediante las resoluciones atacadas de ilegalidad el SENA desconoció el principio de la igualdad, como quiera que esta Corporación en el fallo 5555 afirmó que la actividad del SENA en materia de contratar aprendices se aplicaba solamente para el sector privado y no para el público, luego no se puede tratar como iguales a los dos sectores cuando la Constitución Política y la ley les da un tratamiento distinto.

Finalmente afirma el demandante que a TELECOM Regional Huila le fue vulnerado el derecho al debido proceso y por consiguiente el derecho a la defensa y a la contradicción, pues a su prohijada no se le reconoció el ejercicio de este derecho sino hasta después de que le fue concedido el recurso de reposición para agotar la vía gubernativa, lo cual desconoce que conceder al perjudicado el uso de los recursos gubernativos per se no garantiza el principio constitucional señalado en el artículo 29 de la Constitución Política, por cuanto este derecho surge desde mucho antes.

2. CONTESTACION DE LA DEMANDA. 

El apoderado del SENA Regional Huila mediante escrito presentado dentro de la oportunidad legal
, solicita del Tribunal de conocimiento no acceder a las pretensiones de la demanda al considerar que los efectos de la sentencia proferida por esta corporación invocada por la parte actora, tienen efectos inter partes y no erga omnes como lo depreca el apoderado de la entidad demandante, motivo por el cual no puede ser invocada al caso en estudio cuando está de por medio una disposición legal como lo es el artículo 1° del Decreto Extraordinario 2838 de 1960, que obliga a los empleadores de todas las actividades económicas a contratar a los aprendices, con excepción del sector de la construcción, sin que el texto legal discrimine entre empleadores del sector privado o del público.

Destaca que en la sentencia invocada por el poderdante de la demandante, no se refirió a la relación entre TELECOM con sus trabajadores, ni tampoco fue declarada la nulidad de la norma que da lugar a tal obligación (artículo 1° del Decreto 2838 de 1960), por lo que estos fallos no se pueden aplicar por fuera del preciso campo de la litis, ya que carecen de la virtualidad de enervar situaciones semejantes, como sí ocurre con los efectos de las sentencias de constitucionalidad y las de nulidad por inconstitucionalidad.

En síntesis considera el apoderado del SENA que, para el caso en estudio no puede dejar de aplicarse el artículo 1° del Decreto 2838 de 1960, pues esta norma está vigente al no haber sido declarada nula, por lo que tiene pleno vigor y la norma subsiste y debe ser aplicada por mandato expreso del artículo 230 de la Constitución Política según el cual, los jueces están sometidos al imperio de la ley y la jurisprudencia es un mero criterio auxiliar.

Contrario a lo esgrimido por la parte demandante, afirma que el SENA sí tiene competencia para sancionar a los empleadores que incumplan las obligaciones a su cargo, según el citado artículo 1° del Decreto Extraordinario 2838 de 1960.

Recuerda el apoderado judicial de la entidad pública demandada que, el contrato de aprendizaje es un contrato sui generis cuya naturaleza y características lo diferencian del contrato de trabajo, al punto que su creación y reglamentación se encuentran consignadas en la Ley 188 de 1959 que subrogó en su totalidad los artículos 81 a 83 del CST. Por lo anterior, los aprendices no pueden tenerse como trabajadores vinculados a la nómina de la entidad, ni menos pueden ser vistos como servidores públicos. Se trata entonces de una contribución parafiscal, similar al subsidio familiar, con la cual se contribuye a la capacitación de la mano de obra nacional a través del SENA.

3. ALEGATOS DE CONCLUSIÓN. 

El apoderado del SENA Regional Huila presenta escrito
, en el que reitera los argumentos expuestos en la contestación de la demanda. Por su parte la entidad demandante no radicó escrito en esta etapa procesal.

II. LA SENTENCIA APELADA

Mediante fallo de fecha 8 de agosto de 2007 el Tribunal Administrativo del Huila
 resolvió declarar la nulidad de las resoluciones N° 460 de diciembre 7 de 2001 y 021 de febrero 7 de 2002 y a título de restablecimiento del derecho, ordenó al SENA devolver el valor de la multa que fuera cancelada por la actora actualizada a la suma de $15.976.573.58.

Para el Tribunal de primera instancia, el fallo al que alude el apoderado de la parte actora, es la sentencia del 25 de mayo de 2000 que corresponde al radicado 5555 M. P. Manuel Santiago Urueta Ayola, la cual se profirió dentro del proceso que adelantó en ejercicio de la acción de nulidad el Instituto de Seguros Sociales contra la Resolución N° 01362 de junio 7 de 1996 proferida por el SENA, por medio de la cual impuso una multa. 

A juicio del a quo, en dicho fallo esta Corporación estableció que el obligar a entidades estatales como las empresas industriales y comerciales del Estado a tener aprendices, se viola el artículo 123 de la Constitución Política y que como para la época de la expedición de los actos demandados, TELECOM era una Empresa Industrial y Comercial del Estado adscrita al Ministerio de Comunicaciones según el artículo 1° del Decreto 2123 de 1992, es innegable que la misma no estaba obligada a tener aprendices. Por lo anterior, con los actos demandados se violó el artículo constitucional.

En cuanto a la transgresión al derecho al debido proceso consideró el Tribunal de conocimiento que, no se observa que al pretenderse sancionar a la parte actora se le haya adelantado procedimiento administrativo alguno, pues los antecedentes allegados aluden a los aprendices que para el año 1998 debía tener la entidad demandada, pero no aparece que por el periodo comprendido entre el 1° de mayo y el 30 de noviembre de 2001, la entidad demandada hubiera adelantado previamente a la sanción impuesta, actuación administrativa alguna que culminara con la resolución de multa demandada.

Insiste en que en la actuación adelantada por el SENA en contra de la Regional de TELECOM del Huila, no le fueron aplicados los procedimientos administrativos regulados por leyes especiales  ni tampoco las del CCA, según lo estipula el artículo 2° de esta legislación, ya que de acuerdo con el acervo probatorio la entidad demandante sólo tuvo oportunidad de pronunciarse una vez fue expedida la Resolución 460 de 2001. Por lo anteriormente expuesto, resultó vulnerado el debido proceso de la empresa demandante.

En cuanto al cargo esgrimido por la parte demandante según el cual, no existe igualdad entre el régimen del sector público y el privado, aprecia el Tribunal del Huila que de acuerdo con el contenido de la sentencia 5555 de mayo 25 de 2000 proferida por esta Sección, la cual fue ratificada por un fallo de la Sección Segunda fechado 29 de agosto de 2002 y por la misma Sección Primera el 4 de julio de 2003, fallos judiciales que establecieron que el contrato de aprendizaje, no era aplicable a las empresas industriales y comerciales del Estado, tal y como luego fue ratificado mediante sentencia de mayo 19 de 2005 radicación 2002-00069 M.P. Camilo Arciniégas Andrade.

Con fundamento en las anteriores citas jurisprudenciales consideró el  a quo que, no se le podía exigir a TELECOM la obligación de tener aprendices y por tanto no era acreedor a la sanción impuesta por el SENA.

En cuanto al restablecimiento del derecho, el Tribunal de primera instancia determinó que la devolución del valor de la multa consignada por la demandante en favor de la demandada, debía estar actualizada desde el día 20 de marzo de 2002 con base en una fórmula matemática financiera por lo que ordenó pagar en favor de la empresa demandante la suma de $15.976.573.58, la cual debía ser consignada de acuerdo con el Acta de liquidación de TELECOM según el Decreto 1615 de junio 12 de 2003.

III. EL RECURSO DE APELACIÓN

A través de apoderada judicial la entidad demandada presenta escrito de alzada
 en el que solicita la revocatoria de la decisión proferida para en su lugar declarar la legalidad de las resoluciones administrativas objeto de demanda. Como argumentos de inconformidad menciona los siguientes:

En primer lugar se refiere a la naturaleza jurídica del contrato de aprendizaje el cual no se puede enmarcar como un contrato de trabajo, de acuerdo con un aparte de la sentencia C-254 de 1995. Refiere también que este contrato tiene como fundamento constitucional los artículos 54 y el inciso 2° del 334 de la Carta Política.

Sostiene la apoderada judicial del SENA que la entidad que representa impuso la multa en contra de la empresa de telecomunicaciones demandante, con fundamento en el numeral 13 del artículo 13 de la Ley 119 de 1994 según el cual: “13. Imponer a los empleadores que no mantengan el número de aprendices que les corresponda, o no hubieren suscrito los contratos respectivos al iniciarse cada periodo de enseñanza, multas mensuales hasta por un salario mínimo mensual legal, por cada aprendiz. En firme los actos administrativos correspondientes, prestarán mérito ejecutivo”.

De igual forma dice que la fundamentación legal para la multa se encuentra en el artículo 1° del Decreto 2838 de 1960, reglamentario del artículo 8° de la Ley 188 de 1959, disposición que fue modificada por el artículo 103 del Decreto 266 de 2000, las cuales reglamentan el tema de la contratación de aprendices, destacando el hecho de que en ambas legislaciones no hizo el legislador ninguna distinción entre los trabajadores del sector privado y los del sector público, exceptuando únicamente a los trabajadores de la construcción.

Manifiesta la apelante que el artículo 8° de la Ley 188 de 1959 vigente para la época en que se causa la sanción impuesta a TELECOM, era la legislación que definía el contrato de aprendizaje y daba las reglas que lo identificaban y desarrollaban, sin distinguir entre trabajadores del sector privado y del público. Aduce también que la Ley 188 contentiva de la obligación genérica de contratar aprendices y que es reglamentada luego por el Decreto 2838 de 1960 y por el 266 de 2000, al no subrogar siquiera ninguna de las normas del código sustantivo del trabajo, no puede entenderse bajo ninguna circunstancia como parte del mismo.

En segundo lugar advierte que, la fijación de la cuota de aprendices por parte del SENA no implica la creación de nuevos cargos en la planta de personal del empleador y que por tratarse de una obligación especial de carácter legal, los empleadores del sector público pueden apropiar recursos específicos para dar cumplimiento a esta obligación y proceder a la contratación de aprendices, con cargo al presupuesto de funcionamiento, por lo que resulta importante destacar que el aprendiz vinculado a una entidad no estaría ocupando un cargo público como tal, sino que mantendría una relación contractual mediante un contrato de aprendizaje.

Finalmente afirma la apoderada de la entidad demandada que, no existe asidero jurídico alguno para excluir de la aplicación de estas normas a las empresas industriales y comerciales del Estado, como es el caso de TELECOM entidad que fue objeto de multa a través de la Resolución 0460 de 2001, no porque se haya negado a contratar aprendices sino porque no cumplió en su totalidad con la cuota impuesta de acuerdo al número de empleados, conforme lo determina la Ley.

IV. CONCEPTO DEL MINISTERIO PÚBLICO

No presenta concepto el Agente del Ministerio Público, durante el trámite procesal en segunda instancia.

V. ALEGATOS DE CONCLUSION EN SEGUNDA INSTANCIA

El apoderado del SENA aprovechó esta etapa procesal para manifestar que los fallos de esta Corporación judicial que fueron puestos de presente en la demanda, no pueden tener efectos en relaciones jurídicas distintas a las que integraron el objeto de la presente demanda, porque en tratándose de fallos por acciones de nulidad y restablecimiento del derecho, estos tienen sus efectos jurídicos restringidos a lo que en esa oportunidad fue objeto de demanda y además porque los actos administrativos anulados se expidieron en vigencia de la Ley 188 de 1959, al amparo de la cual el contrato de aprendizaje tenía una naturaleza distinta a la que se le atribuía.

VI. CONSIDERACIONES DE LA SALA

6.1. El Acto Administrativo demandado:

El acto acusado de nulidad es del siguiente tenor literal:

“RESOLUCION N° 460 DEL 2001

Por la cual se impone multa a TELECOM Nit. 860.003.020

DIRECTOR DEL SERVICIO NACIONAL DE APRENDIZAJE SENA 

REGIONAL HUILA

En ejercicio de sus facultades que le fueron delegadas por el Director General en el Artículo 26 de la Resolución 00434 del 11 de mayo de 1998,

CONSIDERANDO

-De conformidad con lo dispuesto en el numeral 13 del Artículo 13 de la Ley 119 de 1994, son funciones del Director General del SENA, ‘…imponer a los empleadores que no mantengan el número de aprendices que corresponda, no hubieren suscrito los contratos respectivos al iniciarse cada periodo de enseñanza, multas mensuales hasta por un salario mínimo mensual legal, por cada aprendiz dejado de contratar…”

-En virtud (sic) Artículo 26 de la Resolución 00434 del 11 de mayo de 1998, el Director General del Servicio Nacional de Aprendizaje SENA, delegó en los Directores Regionales y Seccionales la faculta de imponer multas en los casos en que los empleadores no cumplan con la cuota de aprendices que se les ha asignado.

-Por Resolución N° 032 del 4 de abril de 1997 (sic) es del 12 de marzo de 1997, esta Regional del Servicio Nacional de Aprendizaje SENA, de conformidad con el Artículo 1° del Decreto Ley 2838 de 1960, teniendo en cuenta el total de trabajadores ocupados por EMPRESA NACIONAL DE TELECOMUNICACIONES TELECOM NIT 89909990.023-9, reguló una cuota de dos (8) (sic) aprendices para contratarlos en las especialidades que concertarían con el SENA.

Revisados los registros de control de cumplimiento de contratación, se ha comprobado que la EMPRESA NACIONAL DE TELECOMUNICACIONES –TELECOM- está incumpliendo con ocho aprendices de acuerdo con la cuota que le fue regulada, durante el periodo comprendido entre el 01 de Mayo de 2001 al 30 de Noviembre de 2001.

El empleador, ha dejado de contratar ocho (8) aprendices por el periodo de 1.680 DIAS, comprendido entre el 01 de Mayo de 2001 al 30 de Noviembre de 2001 y que a la fecha según liquidación con el 80% del salario mínimo legal vigente, le corresponde una multa por un valor de DOCE MILLONES OCHOCIENTOS DOCE MIL SETECIENTOS OCHENTA Y OCHO PESOS MCTE. ($12.812.788,oo), ASI:

DIAS QUE DEBE CUMPLIR 




1.680

DIAS CUMPLIDOS





    -0-

TOTAL DIAS DE INCUMPLIMIENTO



1.680

	N° DIAS
	VALOR DIA

(80% SMLV)
	N° DE CUOTAS
	VALOR TOTAL

	1.680
	$7.626.66
	OCHO
	$12.812.788


RESUELVE

ARTICULO PRIMERO: Sancionar a la EMPRESA NACIONAL DE TELECOMUNICACIONES –TELECOM- NIT 899.999.023-9, con sucursal en Neiva, con multa de DOCE MILLONES OCHOCIENTOS DOCE MIL SETECIENTOS OCHENTA Y OCHO PESOS ($12.812.788) de conformidad con lo expuesto en la parte motiva de esta Resolución.

ARTICULO SEGUNDO: La presente Resolución presta mérito ejecutivo, de acuerdo con el numeral 13 del Artículo 13 de la Ley 119 de 1994.

ARTICULO TERCERO: La presente Resolución deberá ser notificada personalmente al representante legal de la EMPRESA NACIONAL DE TELECOMUNICACIONES, o a su apoderado, y en la misma diligencia se le entregará al notificado copia íntegra, auténtica y completa de la presente Resolución.

ARTICULO CUARTO: Contra esta resolución procede únicamente el recurso de reposición, dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes a la diligencia de notificación.

ARTICULO QUINTO: La presente Resolución rige a partir de la fecha de su ejecutoria.

NOTIFIQUESE Y CUMPLASE

Dada en Neiva a, los 7 días del mes de diciembre de 2001

EDGAR MENDEZ CABRERA

Director Regional”

No se transcribe el contenido de la Resolución N° 021 de febrero 7 de 2002 “Mediante la cual se resuelve un recurso de reposición”, al negar el recurso de reposición interpuesto por el apoderado de TELECOM en contra de la Resolución N° 460 de diciembre 7 de 2001, con fundamento en los mismos cargos expuestos en esta última resolución.

6.2. Resolución del recurso de apelación. Valor de la doctrina del precedente jurisprudencial 

Previo a resolver el fondo del recurso de alzada interpuesto por la apoderada judicial del SENA Regional Huila, luego de que el Tribunal Administrativo del Huila acogiera las pretensiones de la demanda, se considera de ilustración ubicar el contexto en el cual se desarrolla el presente control de legalidad.

A juicio de la parte demandante las resoluciones administrativas expedidas por el Director Regional del SENA, desconocieron entre otras disposiciones legales el artículo 123 de la Constitución Política, por cuanto las empresas industriales y comerciales del Estado como lo es TELECOM no pueden contratar bajo la modalidad del contrato de aprendizaje, ya que éste implica la suscripción de un contrato individual de trabajo que no se ajusta a los parámetros de la función pública y a la definición de los servidores públicos señalados en la citada norma superior, asunto del cual se ocupó la sentencia 5555 de mayo de 2000 proferida por esta misma Sección con ponencia del Magistrado Manuel Santiago Urueta Ayola, la cual fue desconocida por el SENA al imponer la multa.

Por su parte, la apoderada de la parte demandada considera que los efectos de la sentencia invocada por la actora, tienen efectos inter partes y no erga omnes, por lo que no pueden ser objeto de aplicación en el caso sub judice y se debe dar cumplimiento al artículo 1° del Decreto Extraordinario 2838 de 1960, que obliga a los empleadores de todas las actividades económicas a contratar a los aprendices, con excepción del sector de la construcción, sin que el texto legal discrimine entre empleadores del sector privado y del público, disposición normativa que no ha sido objeto de declaración de nulidad por lo que continúa surtiendo efectos jurídicos, ya que la sentencia 5555 no fue proferida en virtud de nulidad por inconstitucionalidad.

Precisamente en estos mismos términos fue planteado el recurso de apelación interpuesto por la apoderada del SENA, quien en el escrito se preocupó por profundizar acerca de la naturaleza jurídica del contrato de aprendizaje el cual dijo no se puede enmarcar como un contrato de trabajo de acuerdo con un aparte de la sentencia C-254 de 1995, además que tiene como fundamento constitucional los artículos 54 y el inciso 2° del 334 de la Carta Política.
De manera concreta dice la apelante que, la obligación de contratar aprendices que lleva a la expedición de la Resolución 0460 de diciembre 7 de 2001 por la cual se impuso la sanción a la actora, surge del artículo 1° del Decreto 2838 de 1960, en concordancia con el artículo 8° de la Ley 188 de 1959 y el Decreto 266 de 2000, normas que se refieren a la obligación que le asiste a todos los empleadores para vincular en sus dependencias personal aprendiz, sin diferenciar entre los del sector público y los del privado, salvo los de la construcción. 

El artículo 1° del Decreto 2838 de diciembre 14 de 1960, expedido por el Presidente de la República, “Por el cual se reglamenta el artículo 8o. de la ley 188 de 1959, que regula el contrato de aprendizaje”, dice lo siguiente:

“ARTICULO 1o. CONTRATACION DE APRENDICES. Los empleadores de todas las actividades, con capital de cien mil pesos ($100.000.oo) o superior o que ocupen un número de trabajadores permanentes no inferior a veinte (20), deberán contratar como aprendices, para los oficios que requieren formación profesional metódica y completa, un número de trabajadores que en ningún caso podrá ser superior al cinco por ciento (5%) del total de ocupados. El Servicio Nacional de Aprendizaje, de  acuerdo con las disponibilidades de formación profesional existentes en el país, y teniendo en cuenta las necesidades de mano de obra calificada, regulará las cuotas para cada empresa.

PARAGRAFO. Las fracciones de unidad, en el cálculo del porcentaje que se precisa en este artículo, darán lugar a la contratación de un trabajador aprendiz”.
Esta disposición legal fue luego modificada por el artículo 103 del Decreto 266 de febrero 22 de 2000, “Por el cual se dictan normas para suprimir y reformar las regulaciones, trámites y procedimientos”, expedido también por el Presidente de la República, que establece: 

“ARTICULO 103. CONTRATACION DE APRENDICES. Modifícase el artículo 1 del Decreto Ley 2838 de 1960, el cual quedará así: 

"Artículo 1. Los empleadores de todas las actividades económicas, con excepción de los del sector de la construcción, con capital suscrito y pagado igual o superior a doscientos (200) salarios mínimos legales mensuales y que ocupen un número de trabajadores permanentes no inferior a diez (10), están obligados a contratar aprendices, para los oficios que requieran formación profesional metódica y completa en un número que no podrá ser superior al cinco por ciento (5%) del total de sus trabajadores. 

La obligación de contratar aprendices deberá cumplirse sin perjuicio de la regulación de la cuota respectiva que para cada empresa haga el Servicio Nacional de Aprendizaje SENA. 

La regulación de la cuota de aprendices se efectuará de acuerdo con las disponibilidades de formación profesional existentes en el país y teniendo en cuenta las necesidades de mano de obra calificada. En el análisis ocupacional se tendrá en cuenta el total de trabajadores calificados permanentes de la empresa. 

PARAGRAFO 1o. Las fracciones de unidad en el cálculo que se precisa en este artículo, darán lugar a la contratación de un aprendiz. 

PARAGRAFO 2o. Cuando el contrato de aprendizaje termine por cualquier causa, el empleador deberá reemplazar al aprendiz para conservar la proporción que le haya sido regulada. 

PARAGRAFO 3o. Cuando el empleador tenga cobertura en dos o más departamentos, se regulará la cuota mediante el procedimiento de concertación”. 

El Decreto 266 de 2000 fue declarado inexequible en su integridad, por la Corte Constitucional mediante Sentencia C-1316 de septiembre 26 de 2000 Magistrado Ponente Dr. Carlos Gaviria Díaz, como consecuencia de la declaración de inexequibilidad del numeral 5 del artículo 1 de la ley 573 de 2000, que fue la disposición legal que sirvió de fundamento para la expedición del Decreto 266, a juicio de la alta Corporación Judicial por haber infringido el artículo 150-10 de la Constitución Política.

Luego del breve recuento legislativo y jurisprudencial se tiene que, las resoluciones N° 460 de 2001 y 021 de 2002 objeto del presente control de legalidad, fueron expedidas por el SENA Regional Huila, cuando ya había sido declarado inexequible el artículo 103 del Decreto 266 de 2000, mediante el fallo citado de la Corte Constitucional, motivo por el cual esta norma no puede tenerse como fundamento legal para la expedición de los actos demandados como lo esgrime la apelante.

En torno a este tema, es preciso recordar la importancia que reviste el tema del precedente jurisprudencial, el cual no podía ser desconocido por las autoridades administrativas en el ejercicio de sus competencias funcionales, tal y como aconteció con la Regional Huila del SENA, al expedir las resoluciones atacadas de ilegalidad sin tener en cuenta que el marco legal que le servía de fundamento, había sido declarado inexequible por la Corte Constitucional.

Pero como si lo anterior no resultara suficiente, la entidad pública demandada con ocasión de la expedición de las resoluciones 460 de 2001 y 021 de 2002, también desconoció el valor de la doctrina del precedente jurisprudencial, respecto de una sentencia proferida por esta misma Sección el día 25 de mayo de 2000, dentro del radicado 5555 con ponencia del Magistrado Manuel Santiago Urueta Ayola, fallo expedido con anterioridad a los actos administrativos demandados y que debía ser acatado por la demandada.

En la Sentencia 5555 de mayo 25 de 2000, se señaló expresamente que las empresas industriales y comerciales del Estado, dada la clasificación y remuneración de sus empleos, no están obligadas a contratar aprendices, como quiera que esta modalidad laboral está sometida a la legislación regulada por el Código Sustantivo del Trabajo. 

Como apartes más destacados de este fallo judicial se transcriben los siguientes:

“De otra parte, el contrato de aprendizaje constituye una modalidad del contrato de trabajo, regulada por el código de la materia, por lo que, aun cuando las reglamentaciones originales hayan sido subrogadas por la Ley 188 de 1959, ellas deben ser consideradas pertenecientes al Código Sustantivo del Trabajo. Esa subrogación no tuvo el alcance de sustraer la materia propia del contrato de aprendizaje del derecho individual del trabajo, que, como ya se dijo, no gobierna las relaciones entre el estado y sus servidores. De manera que las obligaciones que el código le impone en esa materia a los empleadores particulares no cobija a las entidades públicas frente a los trabajadores oficiales, por lo que, cuando el artículo 1º del Decreto 2838 de 1960 habla de “Los empleadores de todas las actividades…”, como obligados a contratar aprendices, se está refiriendo naturalmente a los empleadores del sector privado que desarrollan actividades en los distintos campos. De no ser así, habría que concluir que las normas sobre aprendizaje, modalidad del contrato individual de trabajo, no son coherentes con lo dispuesto en los artículos 3º y 4º del código de la materia.

(…)

De manera que los establecimientos públicos y las empresas industriales y comerciales del estado estaban por obligación legal condicionadas por la clasificación y remuneración de empleos hechos en sus propios estatutos, los que naturalmente les impedían contratar aprendices, en los términos del Código Sustantivo del Trabajo.

De otra parte, de acuerdo con los términos del artículo 123 constitucional, si los servidores públicos, entendidos como los empleados y trabajadores del Estado y de sus entidades descentralizadas territorialmente y por servicios, “… ejercerán sus funciones en la forma prevista por la Constitución, la ley y el reglamento”, no se observa cómo pueda una empresa industrial y comercial del Estado contratar aprendices, cuyas funciones dependerán de un contrato individual especial de trabajo, cuya finalidad no se ajusta al ejercicio de la función pública.

Dicha resolución resulta así inaplicable por ser contraria al artículo 123 de la Constitución Política.

Siendo ello así, los actos acusados resultan pasibles de juzgamiento frente a las normas invocadas en la demanda y, como se ha visto, contrarios a ellas”. (subrayas fuera de texto)

Con fundamento en los anteriores apartes resaltados, pierde solidez legal el argumento de la apelante según el cual tanto en el Decreto 2838 de 1960, reglamentario de la Ley 188 de 1959, como en el Decreto 260 de 2000, al establecer la obligación de contratar aprendices no distinguía entre empleadores del sector público y los del sector privado. El citado precedente jurisprudencial proferido por esta misma Sección fue enfático en establecer que, cuando el artículo 1º del Decreto 2838 de 1960 habla de “Los empleadores de todas las actividades…”, como obligados a contratar aprendices, se está refiriendo naturalmente a los empleadores del sector privado únicamente.

Descendiendo al caso en estudio, se tiene que mediante los actos administrativos demandados Resoluciones 460 de 2001 y 021 de 2002, el SENA Regional Huila impuso multa a la Empresa Nacional de Telecomunicaciones TELECOM Huila, por valor de $12.812.788.oo, al no haber dado cumplimiento a la obligación contenida en la Resolución N° 032 de marzo 12 de 1997, que reguló una cuota de 8 aprendices del SENA que debían ser contratados por TELECOM, durante el periodo de 1.680 días comprendido entre los meses de mayo y noviembre de 2001.

En vista de que TELECOM para la fecha de expedición de los actos acusados tenía la naturaleza jurídica de una empresa industrial y comercial del Estado
, siguiendo los trazos jurisprudenciales transcritos en precedencia, no estaba obligada la empresa a contratar aprendices por lo que será confirmado el fallo del a quo.

Finalmente la Sala se abstendrá de pronunciar respecto de la supuesta violación al derecho fundamental al debido proceso y al desconocimiento del principio de igualdad entre el régimen del sector público y privado, a los cuales se refirió la primera instancia en el fallo apelado, por cuanto la apelante no hizo ningún planteamiento tendiente a controvertir el particular. 

6.3. En cuanto al Restablecimiento del Derecho:

Como quiera que en el caso sub lite la acción instaurada es la consagrada en el artículo 85 del CCA, se confirmará la decisión adoptada por el a quo con la salvedad de que el valor que tendrá que devolver el SENA a TELECOM, teniendo en cuenta el pago efectuado el día 20 de marzo de 2002 por la suma de $12.812.788,oo según recibo de caja N° 469 expedido por el Tesorero del SENA Regional Huila, tendrá que ser indexado con fundamento en el artículo 178 del CCA que dispone:

“Artículo 178. Ajuste de valor. La liquidación de las condenas que se resuelvan mediante sentencias de la jurisdicción en lo contencioso administrativo deberá efectuarse en todos los casos, mediante sumas líquidas de moneda de curso legal en Colombia y cualquier ajuste de dichas condenas sólo podrá determinarse tomando como base el índice de precios al consumidor, o al por mayor.” (negrillas fuera de texto)

Esta Corporación en acatamiento a lo dispuesto en el artículo anterior, ha venido aplicando en forma reiterada la siguiente fórmula de actualización de las condenas
:
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El valor presente (Vp) se determina multiplicando el valor histórico (Vh), que es lo dejado de percibir por el demandante, por el guarismo que resulta de dividir el índice final de precios al consumidor, certificado por el DANE (vigente a la fecha de ejecutoria de esta sentencia), por el índice inicial (vigente para la fecha en que debió hacerse el pago). Cuando se trata de pagos de tracto sucesivo, se ha precisado, la fórmula se aplicará separadamente mes por mes, teniendo en cuenta  que el índice inicial es el vigente al momento de la causación de cada uno de ellos.

Aplicada la anterior fórmula al caso sub judice se tiene lo siguiente:

Vh corresponde a la suma de $12.812.788,oo, es decir, la suma de dinero pagada por TELECOM en marzo de 2002.

IPC Final corresponde al índice de precios al consumidor del mes de noviembre fecha de expedición del presente fallo, dato que aún no se tiene como quiera que el DANE lo certificará los cinco primeros días del mes siguiente, es decir, en diciembre de 2012

IPC Inicial es el índice de precios al consumidor vigente para el mes de marzo de 2002, fecha en que TELECOM canceló al SENA la suma de $12.812.788,oo que según el DANE fue del 0.71%

Teniendo en cuenta que a la fecha no se tiene el dato exacto del IPC del mes de noviembre, corresponderá a la primera instancia actualizar la suma de dinero que tendrá que devolver el SENA a favor de la actora, en acatamiento de las consideraciones puestas de presente.

Por lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Primera, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

FALLA:

Primero. CONFIRMASE la sentencia apelada de fecha 8 de Agosto de 2007 proferida por el Tribunal Administrativo del Huila.
Segundo. En firme esta providencia, devuélvase el expediente al Tribunal de origen. 

Cópiese, notifíquese y cúmplase.

Se deja constancia de que la anterior sentencia fue discutida y aprobada por la Sala en la sesión de la fecha. 

MARIA ELIZABETH GARCÍA GONZÁLEZ
       MARÍA CLAUDIA ROJAS LASSO
Presidente

        GUILLERMO VARGAS AYALA 

    MARCO ANTONIO VELILLA MORENO

� Obra a folios 45 a 48 del expediente


� Visible a folio 88 del cuaderno principal


� Providencia judicial que figura a folios 71 a 83 del expediente


� Obrante a folios 7 a13 del cuaderno de segunda instancia


� Así lo establece el artículo 1° del Decreto 2123 de diciembre 29 de 1992


� Formula estructurada por la Sección Tercera de esta Corporación. Al respecto, entre otras, véanse las sentencias de 4 de marzo de 1991 (Exp. núm. 5825), y 15 de julio1993 (Exp. núm. 7452), ambas con ponencia del Consejero de Estado Dr. Carlos Betancur Jaramillo.  La mencionada fórmula de indexación ha sido aplicada por ejemplo en los siguientes fallos: i) Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, sentencia de 28 de agosto de 1996, Exp. núm. S-638 (IJ), C.P. Dr. Carlos Arturo Orjuela Góngora; sentencia de 14 de septiembre de 2004, Exp. núm. 1997-0778-01 (S), C.P. Dr. Dario Quiñones Pinilla; sentencia de 29 de enero de 2008, Exp. núm. 2000-02042-01 (IJ), C.P. Dr. Jesús María Lemos Bustamante; y sentencia de 2 de marzo de 2010, Exp. núm. 2001-00091-01 (REV), C.P. Dr. Mauricio Torres Cuervo; ii) Sección Primera, sentencia de 26 de noviembre de 2004, Exp. núm. 2001-0252-01 (8106), C.P. Dr. Camilo Arciniegas Andrade, entre otras muchas

















